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Resumen: en el presente texto se busca abordar, desde una 
perspectiva crítica, algunas de las modificaciones en la legisla-
ción procesal constitucional peruana que, lejos de coadyuvar a 
la adecuada tutela de los derechos fundamentales, le resta fun-
cionalidad a la justicia constitucional. 

Con la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Cons-
titucional en 2021, el legislador decisión eliminar en este tipo 
de procesos la posibilidad de que las demandas sean declaradas 
improcedentes laminarmente, situación que no solo invita a la 
interposición de demandas absurdas, sino que además dificul-
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tan la impartición urgente de tutela judicial al aumentar de for-
ma irracional la carga procesal. 

Del mismo modo, la señalada reforma legislativa ha modificado 
ciertas reglas de competencia en el amparo contra resoluciones 
judiciales, hecho sobre el cual pareciera no se ha tomado en 
consideración la capacidad de producción de las Salas Supre-
mas del Poder Judicial, que ahora asumen la tarea de jueces de 
segunda instancia. 

Abstract: this text seeks to address, from a critical perspecti-
ve, some of the modifications in Peruvian constitutional pro-
cedural legislation that, far from contributing to the adequate 
protection of fundamental rights, reduce the functionality of 
constitutional justice. 

With the entry into force of the New Constitutional Procedural 
Code in 2021, the legislator decided to eliminate in this type of 
processes the possibility of claims being declared inadmissible, 
a situation that not only invites the filing of absurd claims, but 
also makes it difficult to urgent provision of judicial protection 
by irrationally increasing the procedural burden. 

Likewise, the aforementioned legislative reform has modified 
certain rules of jurisdiction in the protection against judicial 
resolutions, a fact in which it seems that the production capa-
city of the Supreme Chambers of the Judiciary has not been 
taken into consideration, which now assume the task of judges 
of second instance.
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I. Introducción

La primacía de la Constitución en un Estado Constitucional de 
Derecho, conlleva al imperio del texto constitucional y los prin-
cipios que ella comprende en el ordenamiento jurídico nacional. 
Es decir, la valoración del texto constitucional hoy en día com-
prende que no sea considerado un mero cuerpo político, sino, 
que se consolide como una carta fundamental de principios, de-
rechos y garantías que sumado al alto contenido valorativo que 
encierra, le otorga una condición adicional al valor normativo 
que esta tiene. La percepción hoy de la Constitución, conlleva 
a otorgarle un fin circunscrito en el desarrollo de la persona a 
través de limitantes de orden valorativo al poder político, en la 
medida prioriza a la persona como el fin supremo de protección 
del Estado, lo cual conlleva, la tarea del reconocimiento de los 
derechos fundamentales, como también la exigencia del cumpli-
miento de la protección de los mismos, haciendo que las exigen-
cias formales y políticas convivan en forma efectiva y plena en la 
Constitución. 

Si el contenido constitucional tiene como finalidad la pro-
tección de la persona, con mayor razón las normas de desarrollo 
constitucional deben estar orientadas a dicho fin, considerando 
que la Constitución no se somete a los fines o intereses del Es-
tado, si no en relación a la protección de la persona como fin 
en sí mismo.1 En esa perspectiva podemos asumir que dentro de 
la Constitución se encuentra un contenido teleológico que está 
comprendido por el reconocimiento de derechos (parte dogmá-
tica); y por otro de carácter instrumental u organizativo del Es-
tado (contenido orgánico), para el caso la coexistencia de ambos 
contenidos constitucionales, obliga a una conexión que repercu-
ta en la protección de derechos fundamentales mediante garan-
tías brindadas y reconocidas por la Constitución y que conlleve 
a materializar dicha protección por los organos constitucionales 
reconocidos por el Estado.2    

1	 Kant, Immanuel, Fundamentación de la metafísica de las costumbres, 2a ed., 
Barcelona, Ariel Filosofía, 1996, p. 187.

2	 Sánchez Ferriz, Remedio, Introducción al Estado Constitucional, Barcelona, 
Ariel Derecho, 1993, p. 9. 
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La forma como los estados establecen los mecanismos de 
protección de los derechos fundamentales se materializa en el 
ámbito procesal de la Constitución, para tal caso, muchos esta-
dos reconocen en sus constituciones mecanismos procesales o 
garantías, como es el caso peruano, donde el texto constitucional 
reconoce cuatro garantías que se plasman en procesos constitu-
cionales enmarcados y desarrollados en la norma procesal que es 
el Código Procesal Constitucional. 

Si bien es cierto todos los códigos procesales tiene como base 
el cuerpo normativo procesal general, la justicia constitucional 
se convierte en la excepción a la regla, ello, porque sus institu-
tos procesales cuentan con una lectura distinta de las categorías 
clásicas que encontramos en el derecho procesal. Tal referencia 
encuentra sentido porque el derecho procesal constitucional en 
el ordenamiento jurídico peruano es un derecho constitucional 
concretizado, ello, a diferencia de otros derechos procesales que 
encuentran su base en los valores y principios inmersos en la 
teoría general del proceso, nuestro ordenamiento procesal se ci-
menta en la teoría constitucional siendo una concretización de 
esta.    

En esa línea, desde la aparición del primer código procesal 
constitucional en sede nacional, el Tribunal Constitucional ha 
tenido la oportunidad de imponer su autonomía procesal, con lo 
cual, no solo conduce la adopción de institutos procesales, sino 
que tiene potestad de crear jurisprudencia e institutos procesales 
constitucionales que vayan en sintonía de los fines de los procesos 
constitucionales existentes, siendo que dicha dictadura constitu-
cional ha sido bien recibida en la medida que ha generado una 
clara diferencia de la justicia ordinaria, más aún, refleja la rele-
vancia de la protección de la persona y sus derechos por encima 
de la norma que muchas veces contraviene una lectura garantista. 

Sobre ello, cabe recordar el caso masacre de las Dos Erres vs. 
Guatemala; si bien los extremos del caso citado y la sentencia que 
emite la Corte Interamericana se dan sobre una situación extre-
ma, no podemos olvidar que en dicha sentencia la Corte resaltó 
que los Estados Parte tienen la obligación de brindar recursos 
judiciales efectivos a quienes sean víctimas de trasgresión de sus 
derechos humanos (artículo 25), dichos recursos deben estar 
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inmersos dentro de la protección del debido proceso (artículo 
8.1), a efecto que los ciudadanos puedan ejercer con plenitud y 
resguardo los derechos reconocidos en la Convención.  

En el presente trabajo vamos a analizar algunas modificacio-
nes que se han dado en el cuerpo procesal constitucional peruano 
y cómo estas han afectado en la protección efectiva de derechos 
fundamentales y en la desnaturalización del proceso constitucio-
nal de Amparo, el mismo que, de ser un proceso rápido, sencillo 
y eficaz, se está convirtiendo hoy en día en un proceso ordinario, 
ello, por las innecesarias e inoperativas modificaciones realiza-
das en el corpus procesal constitucional que ha incrementado la 
carga procesal en los juzgados y ralentizado la justicia constitu-
cional.

II. Los desastres de la reforma  
procesal constitucional en el perú

El vigente Código Procesal Constitucional contiene artículos que 
no solo son inconstitucionales de plano, sino que van en con-
tra de múltiples pronunciamientos del Tribunal Constitucional 
y tratados internacionales que son recurribles en la defensa de 
derechos fundamentales, afectando con ello, por un lado, las 
competencias de la defensa técnica del Poder Judicial en proce-
sos contra resoluciones judiciales y, por el otro, la tutela procesal 
efectiva por parte de los recurrentes a la justicia constitucional, 
conforme expondremos en líneas siguientes.  

2.1. La prohibición del rechazo liminar 
 en los procesos de tutela de derechos

El actual artículo 6° del vigente Código Procesal Constitucional, 
incorpora como principal modificatoria la prohibición del recha-
zo liminar, estableciendo la siguiente redacción: “Artículo 6. De 
conformidad con los fines de los procesos constitucionales de 
defensa de los derechos fundamentales, en los procesos constitu-
cionales de habeas corpus, amparo, habeas data y cumplimiento 
no procede el rechazo liminar de la demanda”.
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Esta decisión es un cambio drástico en la legislación y en el 
ámbito procesal. Lo llamativo de tal medida, no es el argumen-
to justificante dado por sus promotores, quienes dieron solo dos 
argumentos: “el rechazo liminar fue utilizado como herramien-
ta de parte de los jueces para desconocer las demandas y evitar 
carga procesal” o “no es justificable que existan limitaciones a la 
protección de derechos fundamentales en procesos de tutela”; lo 
peor del caso, es que tales argumentos no se encuentran en nin-
guna de las iniciativas legislativas presentadas y que generaron la 
modificatoria impuesta, ni mucho menos está sustentado técni-
camente en el dictamen emitido por la Comisión de Constitución 
y Reglamento del Congreso de la República, su único espacio de 
reflexión y debate se dio entre comentarios sueltos realizados en 
las sesiones de trabajo del grupo encargado de plantear las refor-
mas aprobadas. 

Y es tan incongruente la eliminación del rechazo liminar, 
que el legislador olvida que existen demandas absurdas y burdas 
como bien lo ha demostrado diversos antecedentes procesales; el 
caso del presidente Rata está lejos de ser el único caso disparatado 
en nuestra jurisprudencia constitucional. De forma más reciente 
y ya con la entrada en vigencia del Código Procesal Constitucio-
nal, el Cuarto Juzgado Civil de Piura tuvo que admitir a trámite 
una demanda de amparo interpuesta contra Mark Zuckerberg 
(Expediente 00900-2021-0-2001-JR-CI-04), por considerar que 
Facebook había vulnerado su derecho a la libertad de expresión 
con el bloqueo temporal de una cuenta de usuario en dicha red 
social.3 De igual forma podemos encontrar la demanda de Ha-
beas Corpus iniciada contra diversos funcionarios estatales e in-
ternacionales como el caso de Joe Biden actual presidente de EE. 
UU (Expediente 06182-2022-0-1801-JR-DC-07). 

El propio Tribunal Constitucional reconoce que existen de-
mandas con pretensiones absurdas o claramente improcedentes, 
que lindan entre la temeridad procesal y el total desconocimien-
to del Derecho. Asimismo, no debe ser extraño en nuestro me-
dio dado que la poca formación constitucional conlleva a un mal 

3	 Por si ello no fuera suficiente, en la demanda se solicitó también el pago de 
una indemnización por el monto de 300 mil dólares.
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uso de los procesos constitucionales, siendo el rechazo liminar 
el filtro para dar prioridad a aquellas demandas que merecen 
atención y sobre todo tutela urgente. En esa línea, el colegiado 
constitucional resolviendo el recurso de agravio en el Expedien-
te 2620-2003-HC/TC, señalo lo siguiente:

[…] Merituados los argumentos de las partes, así como las instru-
mentales obrantes en el expediente, este Colegiado considera que 
el petitorio formulado representa un absoluto despropósito jurídico 
y una falta de respeto a la majestad de quienes administran justicia. 
Y si se ha redactado la presente sentencia consignando algunas de 
las frases utilizadas por el recurrente, muchas de las cuales mere-
cerían testarse por su carácter grotesco e irreverente, ello obedece 
únicamente a la necesidad de ejemplificar con objetividad el grado 
de tolerancia que asume la justicia constitucional, lo que, sin em-
bargo, no debe confundirse con lenidad ni libertinaje, como parece 
creerlo el recurrente, quien con sus actos, por lo demás acreditados 
plenamente en los autos, y del propio tenor de sus escritos, eviden-
temente no viene haciendo uso de ningún derecho constitucional, 
sino simplemente ofendiendo la dignidad de las personas. Una cosa 
es expresar libremente las ideas y otra, totalmente distinta, instru-
mentalizar la práctica de las mismas para ofender exprofeso la hon-
ra, como ha ocurrido en el presente caso.

Por consiguiente, y al margen de que la presente demanda resulte 
totalmente infundada, por no existir ninguna razón objetiva que 
acredite la amenaza sobre los derechos del recurrente, este Colegia-
do, habida cuenta de la condición de abogado del accionante y de la 
evidente temeridad procesal con la que ha obrado, considera perti-
nente al caso de autos la aplicación de los artículos 111° y 112° del 
Código Procesal Civil, aplicables supletoriamente, de conformidad 
con el artículo 63° de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional 
N° 26435.4 

En ese sentido, la nueva fórmula legislativa que exige al juez 
la admisión indiscriminada de la demanda constitucional, aun 
cuando estas pudieran ser descabelladas, desnaturaliza la fina-
lidad a la cual sirve la jurisdicción constitucional y supone una 
intensa afectación a los derechos y principios procesales que 

4	 Sentencia 02026-2003/PA/TC, Tribunal Constitucional, Perú, diciembre 
de 2003.
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nuestra Constitución reconoce, sobre todo al de tutela procesal 
efectiva. Como bien demostraremos en líneas siguientes, es una 
medida que trae consigo serios problemas, tanto jurídicos como 
técnicos y, sin duda alguna, su permanencia en nuestro sistema 
procesal constitucional supone un completo desacierto que ge-
nera diversos problemas que detallaremos.  

2.2. Generación de carga procesal, afectación al  
derecho de defensa y tutela jurisdiccional efectiva

El diseño del actual Código Procesal Constitucional olvida que 
existe una parte procesal en los procesos constitucionales que 
es el Estado, ello, sobre todo en los procesos de amparos y ha-
beas corpus contra resoluciones judiciales defensa ejercida por 
su Procuraduría Pública. La eliminación del rechazo liminar con-
lleva al incremento desmedido de la carga procesal y por ende 
la complejidad de ejercer una defensa efectiva, dado que debe 
destinarse tiempo y recursos a contestar demandas que de por si 
son improcedentes de plano pero que deben ser contestadas por 
responsabilidad funcional.  

Conforme la Constitución y el Decreto Legislativo 1326, la 
defensa de los intereses del Estado (Poder Judicial) es ejercida 
por la Procuraduría Pública; sin embargo, sería una utopía o qui-
mera el poder cubrir la defensa de todos los procesos constitu-
cionales generados a nivel nacional, ello, por el ingente y desme-
dido número de demandas interpuestas sin filtro de admisión, lo 
cual afectaría la eficacia y eficiencia en la defensa de todos los 
casos, dado que no existiría tiempo razonable ni el personal sufi-
ciente para plantear la estrategia de defensa adecuada.  

En ese contexto, la defensa del Estado no podría cumplir con 
el ejercicio concreto de la defensa, violándose el núcleo esencial 
de la garantía constitucional de dicho derecho con incidencia ne-
gativa y determinante en la decisión judicial, en tanto y en cuan-
to, se cumpliría un papel meramente formal, olvidando que en 
muchos de los procesos contra resoluciones judiciales iniciados 
está de por medio sentencias donde se resolvieron casos emble-
máticos, cuyo resultado en el proceso constitucional deja parali-
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zar o dejar sin efecto lo resuelto en sede ordinaria, sobre todo en 
casos de comisión de delitos sensibles y complejos.   

En ese contexto, la eliminación del rechazo liminar afecta a 
las partes procesales de los procesos constitucionales, a los de-
mandantes por la falta de celeridad (demora) que se ocasionaría 
en la resolución de los casos por el ingente número de deman-
das que recibe el Poder Judicial cada año y el reducido número 
de órganos jurisdiccionales (lo que podría afectar gravemente, 
además, la calidad de la motivación de las resoluciones que se 
emitan) y por otro lado, la tutela procesal efectiva en la medida 
que en muchos casos la justicia a impartirse devendría en tar-
día  (sustracción de la materia) o en algunos casos inejecutable 
(irreparabilidad del derecho). Las condiciones descritas afectarían 
considerablemente una de las características principales de este 
tipo de procesos: la economía y celeridad procesal, en tanto que 
el objeto de protección de los procesos constitucionales requie-
re que se emita una respuesta judicial célere y de tutela urgente 
para reponer las cosas al estado anterior a la violación o amenaza 
de violación del derecho constitucional o disponiendo el cumpli-
miento de un mandato legal o de un acto administrativo, hacien-
do desaparecer la situación o acto lesivo. 

Al respecto, y con el ánimo de profundizar lo expresado, es 
conveniente citar uno de los argumentos de la contestación de 
la demanda de inconstitucionalidad contra el Poder Legislativo 
planteada por la Procuraduría Pública del Poder Judicial, ello, 
contra varios artículos de la Ley N. 32307, donde se indica: 

En efecto, lo que persigue la disposición objeto de control es ase-
gurar que el justiciable que presenta una demanda en un proceso 
constitucional de Habeas Corpus, Amparo, Habeas Data y de cum-
plimiento, tenga la garantía de que el juez evaluará con la debida 
eficacia su caso, y solo después de analizar tanto la demanda como 
la contestación de la misma […].

De esta manera, el artículo 6 (Prohibición de rechazo liminar) del 
Nuevo Código Procesal Constitucional garantiza el derecho a la tu-
tela jurisdiccional efectiva los justiciables en los procesos constitu-
cionales, de conformidad con uno de los deberes primordiales del 
Estado establecido en artículo 44 de la Constitución […].
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Como se puede apreciar, lo que sustenta el apoderado del 
Congreso de la República es que, con la prohibición de rechazo 
liminar no se vulnera el principio/derecho a la tutela jurisdic-
cional efectiva; sino por el contrario, se amplía el margen de ac-
ceso a la justicia. También se argumenta que, al obligar al juez a 
declarar la improcedencia luego de calificada la contestación, se 
promueve que el caso sea evaluado con una debida eficacia. Con 
estos argumentos se está ignorando tajantemente que en un Esta-
do Social y Democrático los derechos fundamentales no son solo 
derechos de naturaleza subjetiva, sino que cuentan también con 
una dimensión objetiva la misma que obliga la existencia de me-
canismos normativos y procesales que hagan realmente efectivo 
su protección. En esa línea el Tribunal Constitucional ha señala-
do ello en el fundamento jurídico 9 de la sentencia Expediente N. 
03330-2004-AA/TC, donde menciona: 

En su dimensión objetiva, los derechos fundamentales no solo pro-
tegen a las personas de las intervenciones injustificadas y arbitra-
rias del Estado y de terceros, sino que también facultan al ciudada-
no para exigir al Estado determinadas prestaciones concretas a su 
favor o defensa; es decir, este debe realizar todos los actos que sean 
necesarios a fin de garantizar la realización y eficacia plena de los 
derechos fundamentales. El carácter objetivo de dichos derechos 
radica en que ellos son elementos constitutivos y legitimadores 
de todo el ordenamiento jurídico, en tanto que comportan valo-
res materiales o instituciones sobre los cuales se estructura (o debe 
estructurarse) la sociedad democrática y el Estado constitucional. 
[…].5

Asimismo, en el fundamento jurídico 4 de la sentencia del 
Expediente 53/1985, el Tribunal Constitucional español señala 
en forma clara como deben ser concebidos los derechos funda-
mentales: 

[…] la obligación del sometimiento de todos los poderes a la Cons-
titución no solamente se deduce de la obligación negativa del Esta-
do de no lesionar la esfera individual o institucional protegida por 
los derechos fundamentales, sino también, la obligación positiva de 
contribuir a la efectividad de tales derechos, y de los valores que re-

5	 Sentencia 03330-2004-PA/TC, Tribunal Constitucional, Perú, agosto 2005.
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presentan, aun cuando no exista una pretensión subjetiva por parte 
del ciudadano. Ello obliga especialmente al legislador, quien recibe 
de los derechos fundamentales “los impulsos y líneas directivas”, 
obligación que adquiere especial relevancia allí donde un derecho o 
valor fundamental quedaría vacío de no establecerse los supuestos 
para su defensa. 

Dicho de otro modo, en virtud de la dimensión objetiva de 
los derechos fundamentales, el Estado está “obligado a actuacio-
nes positivas a fin de crear las condiciones necesarias para hacer 
de los derechos fundamentales realidades efectivas”.6 

Es esa lógica es evidente la clara afectación a los derechos de 
los demandantes, en particular, a la tutela jurisdiccional efectiva, 
pues, lejos de crear las condiciones necesarias para su adecuado 
ejercicio, se viene dificultando en demasía la existencia de un es-
cenario que lo permita. El legislador no ha tomado en cuenta la 
verdadera justificación y alcance de una figura procesal como la 
del rechazo liminar. No dudamos de las buenas intenciones del 
Congreso de la República, pero si se aprecia un profundo desco-
nocimiento del sustento técnico de las figuras jurídicas.

La prohibición del rechazo liminar invita al incremento de 
las causas o controversias que ingresan a la jurisdicción consti-
tucional, obligando al juez constitucional a admitirlas a trámite 
indiscriminadamente. La inversión de tiempo en causas que no 
ameritan ser admitidas conlleva la postergación de aquellas que 
sí requieran de tutela urgente. Por tanto, la importancia del re-
chazo liminar no solo conlleva a reducir la carga procesal “y evita 
todos los inconvenientes anotados”, sino que también sincera la 
naturaleza y procedencia de los procesos constitucionales, pues 
el juez constitucional, dentro de su autonomía y competencia 
hace una calificación primigenia del fondo de la demanda y lo 
contrasta con las causales de improcedencia que el propio Códi-
go contempla. 

6	 Castillo Córdova, Luis, “Principales consecuencias de la aplicación de la 
doble dimensión de los derechos fundamentales”, Anuario da Facultade de 
Dereito da Universidade da Coruña, Perú, núm. 7, pp. 183-196.
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III. Efectos reales de la eliminación del  
rechazo in limine a tres años de su vigencia

Los efectos de la eliminación del rechazo liminar pueden ver-
se materializados al momento de revisar los resultados que nos 
dan los números en frío. No requiere mucha lógica el suponer el 
incremento de la carga procesal en los juzgados constitucionales, 
ello por el uso indiscriminado y la apertura de los procesos cons-
titucionales, para tal efecto, en líneas siguientes, recurriendo al 
Sistema Integrado Procesal (SIP) de la Procuraduría Pública del 
Poder Judicial (Área Constitucional), procederemos a analizar el 
incremento de los procesos constitucionales de Acción de Ampa-
ro y Habeas Corpus contra resoluciones judiciales (CRJ), dentro de 
la clasificación de tipos de dichos procesos, lo cual incrementará 
en forma adicional la carga procesal en los juzgados constitucio-
nales.  

Cuadro 1

Demandas de Amparo y Habeas Corpus CRJ 
“Presentadas por año”

Proceso/Año 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023

Amparo 2,716 2,980 2,791 1,479 3,361 4,554 6,298

Hábeas 
Corpus

2,628 2,921 3,251 3,500 3,887 5,124 5,167

Total 5,344 5,901 6,042 4,979 7.248 9,678 11,465

Fuente: elaboración propia.
Data actualizada al 30 de mayo de 2024.

Como puede apreciarse del cuadro precedente, el 2023 ha 
sido el año donde se ha tenido mayor carga procesal en los proce-
sos de amparo y hábeas corpus a diferencia de los últimos cinco 
años, algo preocupante teniendo en cuenta que la nueva norma 
procesal constitucional entró en vigor recién a mitad de año 2021.

Conforme al cuadro precedente, conlleva a preguntarnos: 
¿cuántas de las demandas constitucionales presentadas realmen-
te obtuvieron un pronunciamiento de fondo de parte de un juez 
constitucional? y, por otra parte ¿cuál es el principal factor que 
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conlleva a la improcedencia de las demandas constitucionales 
iniciadas? 

Si bien el ánimo —más que razón— del legislador para elimi-
nar el rechazo liminar se justificó en la apertura de los proce-
sos constitucionales para la salvaguarda de los derechos funda-
mentales y por ende el “garantizar un mayor acceso a la justicia 
constitucional, toda vez que en los últimos tiempos se ha podido 
observar una escaza o casi nula protección de los derechos fun-
damentales debido a que los jueces han exagerado su visión de 
los procesos constitucionales como supletorios”, tal lectura, no 
ha sido del todo cierta en la medida que el problema no es la 
limitada accesibilidad a los procesos constitucionales, sino por 
el contrario, el problema es la poca calidad postulatoria de las de-
mandas, manifiesto ello, en la inadecuada identificación del acto 
lesivo, la errada postulación de los derechos fundamentales afec-
tados y la falta de determinación de la afectación al contenido 
constitucionalmente protegido; situación que ha venido dándose 
en los procesos existentes, generando altos índices de sentencias 
con fallos declarando  improcedente o infundada la demanda, 
conforme puede verse:

Cuadro 2

Sentencias de Amparo CRJ (2023)

Sentencias Fundada
Infund. / 
Improc.

Total

1ra instancia 118 2,902 3,020

2da Instancia 13 1,575 1,558

Agravio Constitucional 18 375 393

Total 5,001

Fuente: elaboración propia.
Data actualizada al 30 de mayo de 2024.
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Cuadro 3

Sentencias de Habeas Corpus CRJ (2023)

Sentencias Fundada Infund. / Improc. Total

1ra instancia 16 3,761 3,777

2da Instancia 14 1,657 1,671

Agravio Constitucional 16 342 358

Total 5,806

Fuente: elaboración propia.
Data actualizada al 30 de mayo de 2024.

Como es apreciable de los cuadros precedentes, la gran can-
tidad de rechazos in limine (improcedencia) y sentencias infun-
dadas de las demandas constitucionales no son producto de un 
mero capricho judicial por no asumir carga procesal, sino que 
tal decisión, se ve confirmada en segunda instancia, con lo cual 
se cumple con la garantía de revisión en instancia superior im-
parcial. En tal sentido, consideramos que el “animo” del legis-
lador queda solo en una buena intención, pero no conlleva una 
decisión técnico-jurídico, dado que no se avizoró el problema en 
forma real. 

Recogiendo la data de la investigación de tesis del magister 
Luis Herrera Bustinza, a razón de “la sentencia interlocutoria de-
negatoria como barrera al acceso a la jurisdicción constitucio-
nal”,7 si revisamos las razones por las cuales el Tribunal Consti-
tucional deniega el recurso de agravio constitucional, podremos 
advertir que no existe mérito alguno para considerar que limitar 
el acceso a la jurisdicción constitucional deviene en perjudicial 
para la protección de los derechos fundamentales de los justicia-
bles. En tal caso, conforme a la investigación referida, el autor 
da cuenta de las principales causales para la expedición de una 
sentencia interlocutoria, las misma que son: 

7	 Herrera Bustinza, Luis, La sentencia interlocutoria denegatoria como barrera 
al acceso a la jurisdicción constitucional, PUCP, Lima, 2020.
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Cuadro 4

Causales de Improcedencia “Sentencia Interlocutoria”
(2014 - 2017)

Causales
Número de 

resoluciones
%

Causal A: Carezca de fundamentación la 
supuesta vulneración que se invoque.

89 0.76

Causal B: La cuestión de derecho contenida 
en el recurso no sea de especial trascen-
dencia constitucional.

3,541 30.16

Causal C: La cuestión de derecho invocada 
contradiga un precedente constitucional 
vinculante.

1,827 15.56

Causal D: Se haya decidido de manera 
desestimatoria en casos sustancialmente 
iguales.

6,283 53.52

Total 11,740 100

Fuente: Luis Herrera Bustinza

Si bien diferimos de la implementación de la sentencia in-
terlocutoria y del precedente Vásquez Romero, puede advertir-
se del cuadro 4, la gran cantidad de sentencias interlocutorias 
(53.52%) que resolvieron por la improcedencia de las demandas 
constitucionales en el periodo 2014 a 2017, lo cual no responde 
a la huida de los jueces constitucionales de no aplicar derecho 
constitucional o por motivos acusados al propio proceso consti-
tucional en sí. Se denota del cuadro, que la principal causa es el 
poco sustento jurídico de las pretensiones (demandas) y el des-
conocimiento de la jurisprudencia constitucional sobre el caso 
concreto, es por ello el índice de rechazo al encontrar causas 
sustancialmente iguales (jurisprudencia) con criterio definido no 
observado por el accionante en su oportunidad o el ánimo de ir 
contra corriente jurisprudencial. De igual forma, la causal de la 
especial trascendencia constitucional —cuestionada por lo impre-
ciso del término— también nos deja como lección, la importancia 
de la precisión en la identificación de los derechos fundamenta-
les lesionados, dejando de lado planteamientos absurdos de parte 
de los abogados que invocan una supuesta afectación a derechos 
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fundamentales, cuando no conocen de los mismos o desconocen 
la jurisprudencia constitucional.

El problema ocasionado por la eliminación del rechazo limi-
nar también alcanza al Tribunal Constitucional, el mismo que en 
la STC N. 0030-2021-AI/TC, reconoció lo siguiente: 

198. Si a este incremento se suma la necesidad evidente de tiempo, 
medios técnicos y personal que hay que dedicar a las audiencias 
públicas con informe oral, se genera una sobrecarga de casos pen-
dientes por resolver, menoscabando no solo el derecho de tutela 
judicial efectiva de un amplio sector de justiciables, sino la propia 
legitimidad institucional del Tribunal Constitucional. Así, al 20 de 
enero de 2023, conforme a las estadísticas sobre la actividad del 
Tribunal Constitucional, la cifra de expedientes pendientes de re-
solver es de 5,310 que comprende procesos ingresados al Tribunal 
Constitucional desde el año 2015. 

199. De otro lado, la carga procesal prevista para el año 2023 será 
superior a los 10,000 expedientes. A los 5,310 que se encuentran 
en trámite, se debe añadir los aproximadamente 5,000 que ingresa-
rán desde el 20 de enero hasta el 31 de diciembre de 2023. Así, se 
prevé que, cuando menos, la carga procesal para el año 2023 será 
de 10,000 procesos.

En la gráfica siguiente elaborada por propio Tribunal Consti-
tucional, denota que el sistema de puerta abierta instaurado con 
el vigente código procesal, solo ha servido para cargar a los órga-
nos jurisdiccionales, generando procesos en retardo y acumulati-
vos que hoy significan 5,310 causas pendientes de resolver.   

Cuadro 5

Carga procesal del Tribunal Constitucional

Fuente: Tribunal Constituconal - STC N° 0030-2021-AI.
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Como se advierte la eficacia de la administración de justicia 
constitucional se ve comprometida por la alta carga procesal, 
conllevando a que los fallos no sean oportunos en la inmediatez 
de su necesidad, adicional a ello, la carga innecesaria conlleva 
a reflexionar en un mecanismo de doble filtro. Uno de ellos, en 
la admisión de las demandas al inicio del proceso constitucional 
(retornar al rechazo liminar) por los jueces constitucionales y, 
posteriormente desarrollar un filtro más objetivo para el recurso 
de agravio constitucional (RAC) ejecutado por el Tribunal Cons-
titucional, ello para la admisión de los mismos.

En ese orden de ideas, enfatizamos nuestra pregunta ¿era 
necesaria la eliminación del rechazo liminar cuando los índices de 
fundabilidad son muy bajos en las demandas constitucionales? Si el 
ánimo del legislador era resguardar el derecho de accesibilidad a 
la justicia constitucional, este se veía garantizado con la revisión 
de segundo grado del rechazo in limine y, en el peor de los casos 
cuando el propio Tribunal Constitucional conocía del RAC, cali-
fica el mismo y corría traslado a la parte demandada a efecto de 
contestar la demanda y resolver conforme a su competencia, ello 
por la necesidad de tutela urgente. A nuestro criterio, las cifras 
hablan por sí solas, demostrando que la medida fue innecesaria, 
desnaturalizando la excepcionalidad de la justicia constitucional, 
al generar efectos en la carga procesal, lo cual conllevará a que las 
controversias de relevancia constitucional no sean atendidas en 
un momento oportuno.

IV. El costo de la justicia constitucional

Si bien es incuestionable la necesidad de implementar la especia-
lidad constitucional como ámbito funcional de los magistrados, 
este proceso no solo parte de los enunciados normativos y los 
buenos propósitos de los legisladores. Tal situación sucede en el 
Código Procesal Constitucional vigente, donde se establece que 
los procesos constitucionales son de conocimiento del juez cons-
titucional, olvidando que a nivel nacional solo existen 12 juz-
gados constitucionales (11 ubicados en Lima y 1 en Arequipa); 
siendo que, en todo el Perú, asumen los procesos constituciona-
les los jueces especializados civiles y penales. 
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La implementación de los juzgados constitucionales conlle-
va el destino y manejo de recursos económicos —presupues-
to—, competencia con la que no cuenta el Parlamento. Más aún, 
cuando en el Informe 000044-2021-OPJ-CNPJ-J-CE-PJ, el jefe de 
la Oficina de Productividad Judicial del Poder Judicial, comuni-
co que la demanda adicional de órganos jurisdiccionales que se 
requiere para la implementación del “nuevo” Código Procesal 
Constitucional son de 18 juzgados constitucionales cuyo costo 
anual asciende a S/ 23,710,536 soles, que van a ser necesarios 
para la contratación de jueces y personal jurisdiccional; así como 
para los costos de bienes y servicios y la adquisición de activos 
no financieros. 

En ese sentido, el cumplimiento de lo estipulado en el artí-
culo cuestionado conlleva modificaciones presupuestales para 
el Poder Judicial, generando gastos a la institución, lo cual, se 
encuentra fuera del presupuesto inicial de apertura (PIA) y lejos 
de las modificaciones a darse, las cuales priorizan otras necesi-
dades institucionales. Esto significa convertir a la Ley 31307 en 
una norma que indirectamente contraviene el artículo 79 de la 
Constitución, que prohíbe al Congreso de la República la inicia-
tiva de gasto público, pues la vigencia de esa Ley implica innece-
sariamente el aumento del gasto que desequilibra el presupuesto 
del Poder Judicial y ni siquiera tuvieran cuidado en analizar los 
ingresos o medidas alternativas para cubrirlo.  

V. La desnaturalización del amparo 
 contra resoluciones judiciales

5.1. El problema del Artículo 42 
 del Código Procesal Constitucional

Si bien la naturaleza del amparo conlleva al resarcimiento de la 
afectación de un derecho fundamental —la misma que en muchos 
de los casos demoraba—, hoy con la modificación realizada demo-
rará más, ello porque el artículo 42 del cuerpo procesal consti-
tucional, establece que en los amparos CRJ la primera instancia 
será la Sala Superior y la segunda instancia la Sala Constitucional 
y Social de la Corte Suprema, conforme lo siguiente: 
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Artículo 42. Si la afectación de derechos se origina en una resolu-
ción judicial, la demanda se interpone ante la sala constitucional 
o, si no lo hubiere, ante la sala civil de turno de la corte superior 
de justicia respectiva. La Sala Constitucional y Social de la Corte 
Suprema es competente para resolver en segundo grado. Si la sen-
tencia es desestimatoria, el agraviado puede interponer recurso de 
agravio constitucional en el plazo de ley.

La fórmula recoge lo previsto originalmente en el Código del 
2004 y que fue modificado en el año 2006. Si bien algo nos ense-
ña el pasado es que debemos aprender de las experiencias y de 
los errores. El sustento de tal modificación “iniciar el proceso de 
amparo contra resolución judicial en segundo grado” se sustentó 
en la poca probabilidad que un juez de primera instancia revise y 
declare nulo lo resuelto por un colegiado superior o supremo, en 
tal caso, la valentía y la razón, acompañará al colegiado de segun-
da instancia para tal fin en la percepción del legislador. 

En esa línea, si el fundamento del legislador fue la descon-
fianza de la valentía del juez de primera instancia de ir en contra su 
superior para resolver los amparos CRJ. Bajo tal razonamiento, no 
entendemos como tal desconfianza no se extendió al juez de pri-
mera instancia que resuelve los procesos de habeas corpus —de 
mayor tutela y urgencia— y, que también procede a revisar y de 
darse el caso declarar nula las sentencias de vista y ejecutorias 
supremas. La sola idea de convertir a la Corte Suprema —Sala 
Constitucional Permanente— en órgano de segunda instancia 
para resolver todas las apelaciones del país, conlleva a sobresatu-
rar dicha Sala, pues es la única competente para conocer los pro-
cesos constitucionales, dado que la estructura de funcionamien-
to de las Salas Constitucionales no solo responde a los procesos 
constitucionales contra resoluciones judiciales, sino también a 
diversos procesos distintos a los constitucionales (conforme al 
art. 35 del del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Po-
der Judicial), denotando que el legislador, no solo improvisó una 
reforma de competencia ya dejada de lado hace más de quince 
años atrás, sino que, no se detuvo a revisar la competencia actual 
de la Sala Constitucional y Social Permanente y de las Salas Cons-
titucionales Transitorias de la Corte Suprema; mucho menos la 
carga procesal que tienen en la actualidad -cabe recordar cuanto 
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se demoran en resolver una casación-, siendo el único sustento téc-
nico del legislador las “buenas intenciones”. 

5.2. Tentativas académicas 
 a un problema naciente

Frente al problema de la sobrecarga procesal y en ánimo de ga-
rantizar una respuesta oportuna y efectiva de la justicia consti-
tucional, consideramos que el diseño actual del Código Procesal 
Constitucional respecto a los procesos de amparo CRJ no dife-
rencia los tipos de resoluciones judiciales sobre las cuales debe 
pronunciarse el juez constitucional, generalizando así la compe-
tencia de la Sala Superior y Sala Constitucional y Social, sin con-
siderar la materia del proceso ordinario a conocer, el carácter de 
urgencia, la relevancia y oportunidad de atención, criterios que 
deberían suponer una distinción manifiesta en el ámbito proce-
sal. En tal sentido, a fin de salvaguardar los derechos fundamen-
tales de los justiciables y el acceso idóneo a la justicia constitu-
cional, consideramos que la fórmula actual sobre la competencia 
judicial debe ser modificada. 

En tal sentido, es oportuno promover una reforma legislativa 
que, de cierto modo, funcione salomónicamente —recoja la pre-
ocupación del legislador— como amortiguador de las dificultades 
anteriormente mencionadas. A nuestro criterio, si bien se busca 
garantizar la independencia del juez y tener un control de pares 
en la revisión de resoluciones judiciales, no puede generarse un 
mismo criterio de control frente a la pluralidad de resoluciones 
judiciales e instancias que las emiten, para tal caso, sería conve-
niente establecer condiciones procesales distintas para resolver 
los cuestionamientos planteados y garantizar la salvaguarda de 
una respuesta oportuna conforme a la condición de tutela urgen-
te, dado que la sobrecarga procesal conllevaría a ordinarizar los 
proceso constitucionales. 

El riesgo de la demora en resolverse los amparos CRJ, parte 
por diversos motivos:

•	 Alta carga procesal del juez constitucional que también 
conoce y resuelve de procesos ordinarios (conforme su 
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competencia), dado que existen solo 13 jueces constitu-
cionales y 3 salas constitucionales especializadas en el 
país, los demás magistrados y salas superiores tienen un 
rol ambivalente.

•	 Conforme las competencias y estructura funcional de la 
Corte Suprema actual, la Sala Constitucional Permanente 
se convierte en el único órgano resolutor de los procesos 
de amparo CRJ, conllevando a que, al ser segunda instan-
cia, conozca de todas las apelaciones del país, sumado a 
la carga procesal de resolver los recursos de casación en 
materia agraria, laboral, procesos de acción popular, et-
cétera. 

Con base a las consideraciones expuestas, consideramos 
oportuno las siguientes propuestas: 

5.2.1. Amparo contra Ejecutorias de la Corte Suprema

Considerando que no todos los procesos de amparo CRJ cuestio-
nan una Ejecutoria Suprema, lo idóneo sería que, al existir una 
sentencia firme con pronunciamiento de fondo por parte de la Cor-
te Suprema, sea el mismo órgano quien resuelva en primera ins-
tancia las demandas de amparo CRJ. De este modo, se garantiza 
que quienes resuelvan la litis constitucional sean también magis-
trados supremos pares, obviamente una sala suprema distinta, así 
no existirá el riesgo que se vicie la independencia de los jueces 
constitucionales. De ser el caso, cualquier cuestionamiento res-
pecto de la imparcialidad judicial queda resuelto en la medida que 
será una Sala Suprema distinta quien resuelva el amparo. 

En tal caso, la Sala Constitucional Permanente actúa como 
primera instancia “sobre ejecutorias que resuelven temas de fon-
do” y el Tribunal Constitucional actúa como segunda instancia, 
con lo cual, se cumple con lo señalado en los incisos 2 y 6 del artí-
culo 139 de la Constitución, generándose así un proceso especial 
de Amparo CRJ.  

Tal propuesta se sustenta en la medida que no pude llevarse 
ante la Corte Suprema cuestionamientos de resoluciones judicia-
les emitidas por jueces de primera instancia, donde el fondo del 
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proceso de amparo se circunscriba a temas de poca relevancia 
constitucional, más aún, cuando existe un alto índice de demandas 
con pretensiones absurdas o improcedentes de plano, distrayendo 
la atención de una alta sala que debiera resolver temas relevantes 
de fondo. De esta forma pretensiones como la revisión al monto 
de una pensión de alimentos, la ejecución de una sentencia (reso-
lución ordena un desalojo), el pago de beneficios o pensiones ya 
reconocidas en sede judicial ordinaria; donde la intención del ac-
cionante es exclusivamente de revisión como instancia superior 
mas no de proceso de tutela de derechos, debe ser restringida.     

Los amparos CRJ “ejecutorias que resuelvan temas de fon-
do” son muy poco recurribles en la práctica, pero justifica una 
tratativa especial, al igual como se trató de hacer en su momento 
con el amparo electoral, sobre el cual, existe una deuda pendiente 
de parte del legislador y que hoy en día conlleva a recurrir las 
resoluciones emitidas en última instancia del Jurado Nacional de 
Elecciones8 a un proceso de amparo regular, el mismo que termi-
na con la sustracción de la materia y la irreparabilidad del dere-
cho, conforme la jurisprudencia establecida.     

5.2.2. Amparo contra resoluciones de  
segunda instancia y los Autos de Calificación

Si bien la firmeza de la resolución judicial ordinaria es el prin-
cipal requisito para la procedencia del amparo CRJ, también es 
cierto que las resoluciones no siempre vienen acompañadas de 
un pronunciamiento de fondo, sino que, también pueden ser 
cuestionadas vía amparo el “Auto de Calificación” que deniegan 
el recurso extraordinario de casación. En esos casos, lo que real-
mente se impugna es la decisión de la instancia suprema de de-
negar el recurso de casación por incumplimiento de requisitos de 
procedibilidad.

Siendo el “Auto de Calificación” la resolución más recurrible 
de las que emite la Corte Suprema, uno de los problemas que esta 

8	 La posibilidad de impugnar las decisiones del JNE mediante el proceso de 
amparo ya ha sido reconocida en la jurisprudencia del Tribunal Constitu-
cional, en el fundamento 4 del expediente N.º 02366-2003-AA/TC.
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acarrea al proceso de amparo, es que no existe un filtro de que 
“consideraciones” de la casación debe llevarse al proceso cons-
titucional. Es decir, los “autos de calificación denegatorios” tam-
bién son expedidos por la extemporaneidad del recurso y la falta 
de firmeza del mismo, ello, en forma adicional a las causales de 
incumplimiento de formalidad del recurso.

En tal caso, para que el amparo CRJ frente a resoluciones de 
segunda instancia y autos de calificación de la Corte Suprema 
tenga un mejor desarrollo y celeridad en el diseño actual, con-
sideramos que debe reducirse la carga procesal en las Salas Su-
periores (Constitucional o Civil) y Corte Suprema. Para tal caso 
consideramos los siguiente:

•	 Debe otorgarse la competencia a las Salas Superiores en 
los procesos ordinarios, de poder verificar el cumpli-
miento de los requisitos de “plazo” y “firmeza” de los re-
cursos de casación presentados antes de ser remitidos a 
la Corte Suprema, con tal competencia, se evitará que las 
Salas Suprema distraigan su atención en dicha tarea y se 
limite el amparo a los autos de calificación denegatorios 
emitidos por tal motivo. De tal forma se separa la paja del 
trigo, es decir, el amparo no procederá por la denegatoria 
por requisitos de forma, dejando expedito el camino para 
aquellos amparos donde se valores el incumplimiento de 
la formalidad de la casación. 

•	 Consideramos que la Sala Superior solo deberá ser pri-
mer instancia de amparos CRJ, de aquellas resoluciones 
que tengan como emisor a un juez especializado, dejando 
al juez constitucional de primera instancia para conocer 
de los amparos CRJ que devengan de resoluciones de me-
nor grado y demás tipos de amparos.       

•	 Frente al silencio del Código Procesal Constitucional, 
consideramos que en salvaguarda de un proceso más 
efectivo y de control de “pares”, los procesos de amparo 
contra laudos arbitrales y los amparos contra leyes deben 
ser de competencia en primera instancia de la Sala Supe-
rior y la segunda instancia la Sala Constitucional Perma-
nente de la Suprema.  
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5.2.3. Amparo ordinario

Finalmente, el juez de primera instancia (constitucional o espe-
cializado) conocerá los procesos de amparo que no se refieran a 
los puntos anteriores, con lo cual, aquellos procesos de amparo 
CRJ sobre resoluciones judiciales donde la segunda instancia es 
un juez especializado, aquellos iniciados entre personas natu-
rales y/o jurídicas y demás casos, tendrán el transito ordinario 
comprendido en el Código Procesal Constitucional vigente.   

Si bien es cierto, la clasificación propuesta para la competen-
cia del amparo conlleva diversos supuestos y condiciones, consi-
deramos que los mismos serán un filtro necesario para menguar 
la carga procesal en las diferentes instancias judiciales, ello, en la 
medida de no sobrecargar a los jueces en una sola instancia y de-
limitando con mayor precisión los amparos CRJ. Si bien es cierto, 
la existencia del rechazo liminar sumaría con mayor precisión a 
tal fin, frente a la inexistencia de la misma, lo más adecuado y en 
contraste a la realidad procesal sería lo propuesto, salvo mejor 
opinión y solución.  

VI. A manera de conclusiones

La tutela procesal efectiva se convierte no solo en una garantía 
del proceso, sino que, dada su trascendencia en la defensa de los 
derechos humanos es parte de la obligación de los Estados Parte 
conforme los artículos 8 y 25 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos. El caso Dos Erres vs. Guatemala, da pie a exi-
gir a los Estados a regular sus recursos en base a los estándares 
interamericanos el mismo que debe contemplar todas las garan-
tías de eficacia evitando así conductas abusivas y dilatorias en 
relación a los abogados.  

Si bien Perú no se encuentra en una situación extrema en 
relación a la regulación del proceso de Amparo, con la dación del 
mal llamado Nuevo Código Procesal Constitucional los procesos 
incoado en dicha garantía hoy en día no encuentran respuesta in-
mediata, dada la carga procesal existente y la sobresaturación de 
los órganos jurisdiccionales, quienes se ven obligado  a admitir 
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todo tipo de demanda y con ello congestionar las altas instancias 
con procesos, en muchos de los casos insulsos o descabellados 
por falta de calificación previa.  

Con la eliminación de la potestad del juez constitucional de 
rechazar liminarmente las demandas de habeas corpus o amparo 
CRJ, no solo se genera mayor carga procesal, sino que además, 
trae consigo la activación del aparato judicial (secretarios, téc-
nicos, asistentes, notificadores), para dar trámite a un proceso 
que en muchos de los casos es improcedente, en tal caso, se mal 
utilizará recurso humano y logístico, en vez de atender deman-
das que realmente merecen tutela y celeridad procesal dada la 
urgencia del proceso.

Es incorrecto afirmar que la tutela jurisdiccional efectiva 
se ve garantizada por el simple hecho de ampliar el margen de 
admisión de las demandas puerta abierta libre, toda vez que tal 
medida, no garantizará el éxito de las pretensiones invocadas en 
las demandas presentadas —sobre todo de aquellas que son im-
procedente de plano—, ello, conlleva a que el aumento de la car-
ga procesal detenga el avance célere de los procesos de amparo 
que merecen mayor atención. En esa línea, la regulación procesal 
actual vulnera los derechos fundamentales en su dimensión ob-
jetiva, la cual conlleva a que el Estado se compromete a crear las 
condiciones necesarias para el pleno ejercicio de los derechos 
fundamentales. 

La desconfianza que generó la entrada en vigencia del Nuevo 
Código Procesal Constitucional y su artículo 6 ya no solo es con-
jetural, sino que, a dos años de su vigencia, existen datos concre-
tos que avalan esta percepción. Las demandas de amparo y há-
beas corpus CRJ se han incrementado considerablemente, siendo 
el periodo julio 2021 – julio 2023 el que mayor carga procesal ha 
tenido la Procuraduría Pública del Poder Judicial en los últimos 
cinco años. 

Si bien con las nuevas reglas de competencia del amparo con-
tra resoluciones judiciales, se pretendió disminuir la posibilidad 
de que el juez se desvincule de lo decidido por su superior jerár-
quico, no se tuvo la suficiente previsión del congestionamiento 
procesal que ello conllevaría, más aún, los contenidos de las re-
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soluciones que debiesen ser revisadas en instancia superior o su-
prema. En razón a ello, consideramos que la regulación obrante 
en el código no es efectiva en el contraste a los fines que busca y 
al objeto del proceso, para tal caso, proponemos una clasificación 
de competencia para el conocimiento de los procesos de amparo 
CRJ que conlleve a diferenciar el tipo de resolución y el grado de 
la misma, con lo cual, creemos darle mayor celeridad al proceso 
constitucional.  
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